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Régimen especial en materia de urbanism o
de la provincia de Barcelona

Por Jest's del Río Muncharaz

1 . ANALISIS DEL REGIME N
ESPECIAL ANTERIOR

1 .1 . Preámbulo
Las agrupaciones urbanas, como

nudos gordianos o razones de se r
del urbanismo, son creaciones, o
mejor dicho, consecuencias esen-
cialmente históricas ; la ordenación
que no suponga o tenga en cuenta
los condicionantes históricos que
dieron vida y mantienen una con -
vivencia o relación social, puesto
que las ciudades comprenden n o
sólo lo individual (el hombre) sin o
también lo colectivo, estará avo -
cada al fracaso, puesto que las ciu-
dades se modificarán o renovará n
pero habrán de conservar en todas
estas reformas, incluso en las posi-
bles ampliaciones, como razones d e
continuidad y de vida, el ambient e
y la tradición que a través de si-
glos lo han ido imprimiendo . Esta
idea, diríamos nosotros, básica y
primaria en urbanismo, ha sido am-
pliamente recogida y de forma ma-
gistral en el libro Resumen Histó-
rico del Urbanismo en España, edi -
tado por el Instituto de Estudio s
de Administración Local en 196 8
con estas palabras : "Tratar de la s
ciudades sin referencia alguna a su
realidad histórica es algo así (tan
inconcebible hoy) como tratar del
hombre sin tener en cuenta su
vida ; pero tenerla en cuenta n o
como algo episódico, sino como al-
go que constituye su propia sus-
tantividad. La ciudad es para l a
historia, no un accidente inscrit o
en ella a través de los años, sino l a
argamasa que constituye la razón
de ser de su interna estructura" .

Esta referencia a los condicio-
nantes históricos que comportan y
deben de considerarse en toda or-
denación urbana, y que no mucha s
veces son tenidas en cuenta por lo s
que intervienen en la difícil y com-

pleja tarea del urbanismo, la hace-
mos aquí extensiva como razón jus-
tificativa del análisis que vamos a
exponer, aunque sea de forma so -
mera, del régimen urbanístico apli-
cable a la provincia de Barcelon a
antes del Decreto Ley 5/1974 d e
24 de agosto .

1 .2 . Primeros intentos
de tratamiento especia l

para Barcelon a
La publicación y vigencia de l a

Ley de Ensanches de Poblacione s
de 29 de junio de 1864, dictada po r
el Gobierno con la directriz básic a
de facilitar y fomentar la rápid a
edificación de viviendas o aloja-
mientos a fin de resolver la llama -
da cuestión de los inquilinatos, de -
nominación que se aplicaba al pro-
blema de la carencia de vivienda s
dando lugar éste déficit a un con-
siderable aumento de los precio s
de los arrendamientos, planteó se -
rios problemas su aplicación en
Barcelona . Por ello, con un espíritu
constructivo, merecedor de tod o
elogio, la Junta constituida al efec-
to por los Propietarios del Ensan-
che de Barcelona elaboraron u n
Dictamen y, en base al mismo, la
articulación de un proyecto de Re-
glamento para aplicación de la Le y
aludida .

La idea directriz del referido Dic-
tamen y del Proyecto, como expre-
sa mi compañero Martín Bassol s
en su interesante libro titulado Gé -
nesis y Evolución del Derecho Ur-
banístico Español, radica en articu -
lar un sistema jurídico que permi-
tiera la colaboración orgánica d e
la iniciativa privada, especialment e
la propiedad de los terrenos en la
realización del ensanche, descar-
gando a la Administración Mu-
nicipal de muchas de sus obliga-
ciones con la lógica atribución d e
compensaciones económicas a la

propiedad, pero, que excluían un
deliberado propósito de alta es-
peculación .

E1 aludido Dictamen y proyect o
de Reglamento que nos atrevemo s
de calificar de primer intento de ré -
gimen especial para Barcelona tuvo
un amplio eco en el Real Decret o
de 25 de abril de 1867, por el que
se aprueba el Reglamento de l a
Ley de Ensanche de Poblaciones .
Un examen comparativo de ambos
textos revela que algunos de lo s
artículos total o parcialmente del
Proyecto se incorporaron a dicho
cuerpo legal, innovando de esta
forma, como dice Martín Bassols ,
determinados aspectos que origi-
nariamente no se comprendían en
el estrecho horizonte de la Ley de
1864, que no señalaba aportació n
alguna que permitiera renovar la
situación de hecho en que se en-
contraba la realización del ensan-
che de Barcelona .

Esta colaboración de la iniciati-
va particular con la Administra-
ción resulta obligado destacarla por
dos razones fundamentales, una por
la época en que se produce, y ade-
más porque confirma la teoría de
que en urbanismo la actuación ofi-
cial separadamente de la iniciativa
privada o ésta de aquella conduc e
a resultados parciales y en la ma-
yoría de los casos a resultados to -
talmente negativos .

1 .3 . Intervencionismo
del Estado

en materia de urbanismo
Como hemos afirmado inicial -

mente las grandes ciudades marca n
la pauta en la problemática urba-
nística, el desbordamiento incluso
de los límites naturales de éstas
configura la idea que preside la es-
tructuración municipal en cuanto
afecta a su dimensión urbanística
supramunicipal y que justifica e l
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intervencionismo del Estado . Las
técnicas de colaboración o coope-
ración intermunicipal que inclus o
se preveían en el Proyecto de Có -
digo de Administración Local d e
1941, se abandonan en seguida y
en sustitución se formulan la cons-
titución de organismos "ad hoc"
con la intervención del Estado y e l
favorecimiento de la política d e
anexiones de los municipios limí-
trofes por las grandes ciudades .

En la década de los cuarenta s e
empiezan a plantear un conjunto
de acciones destinadas a resolve r
los problemas de crecimiento ur-
bano, y con una organización urba-
nística primaria, a nivel central, y
dependiente del Ministerio de l a
Gobernación, se inicia también e l
desarrollo de la organización ad-
ministrativa periférica, que supuso
la creación de órganos colegiado s
con personalidad jurídica para e l
estudio de planes locales y provin-
ciales de urbanismo .

Acorde con esta política inter-
vencionista se crea la Comisión Su-
perior de Ordenación Provincial de
Barcelona por Decreto de 23 de
mayo de 1945, que, en su Artícu-
lo 30, define su cometido principal
planificador, puesto que dice tex-
tualmente "le corresponderá pro -
poner al Ministerio de la Goberna-
ción el Plan General de Ordena-
ción de la Provincia de Barcelona" .

La Comisión Superior de Orde-
nación Provincial, desde sus co-
mienzos, distinguió dos niveles d e
planeamiento, uno, comarcal, el
cual se encomendó a una Oficin a
Técnica del Ayuntamiento de Bar-
celona, y otro, provincial del que
se encarga la propia Comisión .

1 .4 . Barcelona y su comarc a

La constitución de organismo s
con intervención directa del Esta -
do, puesto que se integraban baj o
la presidencia del Gobernador Ci -
vil, dio lugar en determinados ca-
sos a la formación de regímenes ur-
banísticos especiales, promulgándo-
se leyes concretas en razón a su s
diferentes tipos de problemas . Est a
línea de actuación se iniciaba con
el Decreto de 1 de marzo de 1946

para Madrid y Bilbao, Ley de 18
de diciembre de 1946 para Valen -
cia .

Como resultado de los trabajo s
encargados por la Comisión Supe-
rior de Ordenación Provincial d e
Barcelona a la Oficina Técnica alu-
dida, fue aprobado definitivament e
el Régimen Especial en materia de
Urbanismo para Barcelona, y a su
vez, el Plan Comarcal que se había
elaborado, por Ley de 3 de diciem-
bre de 1953 .

Las causas de la aparición de es -
tas regulaciones especiales y con-
cretamente el que se refiere a nues-
tra provincia, por sobradamente
conocidos, solamente se apuntan
las más importantes . De una parte ,
el propio esquema de las ciudades ,
debido al crecimiento demográfic o
originado éste por el incipiente
desarrollo industrial se superaba
por momentos, rompiendo la con-
cepción tradicional de la ciudad
como núcleo urbano totalmente se -
parado del contorno. Este creci-
miento desordenado llega a exten-
der cada vez más los límites de las
ciudades originando unos tremen-
dos problemas infraestructurales y
de servicios . De otra, las propia s
necesidades que se originan con
estas aglomeraciones procedentes
de la inmigración interior se inser-
tan dentro de la economía naciona l
y exigen del Estado una interven-
ción, puesto que atender a los acu-
ciantes problemas que comporta n
las grandes concentraciones urba-
nas resultan impotentes las respec-
tivas Corporaciones Municipale s
deficitarias ya de por sí . Y en e l
caso concreto de Barcelona, se au -
mentan tales motivaciones porque
la inmigración que se genera co n
el crecimiento industrial afecta no
solamente a la capital sino a otros
municipios, que, por su proximi-
dad con ella, da lugar a que se pro-
duzca la connurbación, puesto que
los núcleos de asentamiento de la
población se confunden con los de
la gran ciudad, estableciéndose la s
llamadas ciudades dormitorio .

Pues hien, la referida Ley de 3
de diciembre de 1953 y el Regla -
mento de 22 de octubre de 1954
son las disposiciones que regula -

ban el régimen especial para Bar-
celona y su Comarca, y el propi o
texto legal, como se ha dicho ante-
riormente, aprueba el Plan Comar-
cal, el cual, constituye la base par a
redactar Ios Planes Parciales y lo s
proyectos de toda clase de obras .
Al mismo tiempo para el desarro-
llo del Plan Comarcal se crea la
Comisión de Urbanismo de Barce-
lona y su Comarca con personali-
dad jurídica ; y a este órgano
se someten urbanísticamente los
Ayuntamientos de la Comarca, a
los que correspondía la ejecución
del Plan .

El texto articulado de la Ley Es-
pecial de Barcelona de 23 de mayo
de 1960 y su Reglamento de 3 de
diciembre de 1964, representan u n
paso más, puesto que este régime n
especial, similar al de Madrid, s e
complementa en materia de ha-
cienda municipal .

Para desarrollar el Plan Comar-
cal, ya superado en estas fechas,
por ello cabe lamentarse de que es -
tas nuevas disposiciones especiale s
no se vieran acompañadas de una
revisión del planeamiento acorde
con las necesidades de 1960, y so-
bre todo, que cubriera las lagunas
de planificación urbanística y d e
normativa, que, a juicio de exper-
tos en urbanismo el Plan del 5 3
adolecía, se crea, como decíamos ,
la Comisión de Urbanismo y Ser-
vicios Comunes de Barcelona y
otros Municipios como Corpora-
ción de Derecho Público sustitu-
yendo a la antigua Comisión qu e
a su vez había asumido las funcio-
nes de la Comisión Superior d e
Ordenación Provincial de Barce-
lona en el área de su competencia .

Al órgano urbanístico comarcal ,
como novedad, se le dota con sub-
venciones estatales obligatorias y
se le permite que emita emprésti-
tos con la subvención en las condi-
ciones autorizadas por el Gobierno .

La competencia que se le atribu-
ye es amplia y no se entra en con-
sideración de la misma, puesto qu e
ya se hará con cierto detalle cuan -
do veamos el régimen especial vi -
gente . Pero sí conviene resaltar ,
por su interés y trascendencia ac-
tual, que en materia de planeamien -
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to, tanto la Ley de 1953 que le atri-
buye al órgano facultades de pro -
puesta en cuanto a modificacione s
del Plan Comarcal, como el Artícu-
lo 45 del Reglamento de 1964, qu e
insiste también, y este con más pre -
cisión, en el sentido de que, será
competencia de la Comisión de Ur-
banismo y Servicios Comunes ,
"la propuesta de revisión del Pla n
de Ordenación Urbana de Barce-
lona y su Comarca", descartándose
por tanto que no puedan corres-
ponder al referido órgano urbanís-
tico la aprobación inicial y provi-
sionaI, sino que exclusivamente s u
competencia está referida a formu-
lar la propuesta de revisión de ta l
Plan. No obstante, no se ha de ol-
vidar por otra parte que toda pro -
puesta de modificación necesaria -
mente ha de significar y plasmars e
en un planeamiento y en unas or-
denanzas, es decir, en definitiva ,
una propuesta ha de hacerse a tra-
vés de la formación de una orde-
nación que recoja tales modifica-
ciones .

Pero el problema de la compe-
tencia está planteado actualmente
con toda su extensión y vigencia ,
y serán en su día los Tribunale s
Contencioso - Administrativos lo s
que deben pronunciarse sobre e l
mismo, aunque sería deseable, po r
bien del planeamiento, que esto
que podría suponer la nulidad d e
pleno derecho del acto de aproba-
ción inicial y provisional, si s e
produce, no se debería llegar ni a
plantear puesto que lo lógico y
congruente que ahora que se cuen-
ta con otro marco instituciona l
donde se reconoce expresamente
esta competencia, y además, co n
una Ley de Reforma de la Ley de l
Suelo que introduce modificacio-
nes fundamentales en cuanto a l
planeamiento, aconsejan, en bue -
na técnica jurídica, empezar de
nuevo con la aprobación inicial de
la Revisión del P . Comarcal y con
otro período de información públi-
ca, éste de plazo normal .

En materia de aprobación de
planes parciales le correspondía l a
aprobación de los mismos en cuan -
to no suponían modificación de l
Plan Comarcal. Este principio je-

rárquico, reiteradamente regulad o
por la Ley del Suelo de 12 de ma -
yo de 1956, se plantea por una
Sentencia del Tribunal Supremo d e
30 de mayo de 1966 en relación
con un acuerdo de la Comisión d e
Urbanismo y Servicios Comunes
de Barcelona y otros Municipios ,
rescatando la Comisión Central l a
aprobación de aquellos planes qu e
supongan una modificación del
Plan Comarcal, en virtud de lo
establecido en el Artículo 39 de
la tan referida Ley del Suelo .

1 .5 . El plan provincia l

El concepto de planificación te-
rritorial se implanta como necesa-
rio para atender las constantes exi-
gencias de unas ciudades cada vez
más pobladas y carentes de orde-
nación de futuro, y además, l a
complejidad de actuaciones de l
Estado, la Provincia y los Munici-
pios resultan aisladas y no concor-
dantes por falta de una lógica ac-
ción conjuntada .

Con acertado criterio esta polí-
tica ya se instauraba en la Ley de l
Suelo y Ordenación Urbana, pues -
to que, ambiciosamente se prevee
un Plan Nacional de Urbanismo ,
en el que se ha de configurar, se
dice en el Artículo 7.°, "las gran -
des directrices de la organización
urbanística del territorio español ,
en función de las conveniencias de
la ordenación social y económica ,
para el mayor bienestar de la po-
blación" .

La idea queda en el texto, pues -
to que el único intento que se ha -
ce es la Memoria de Planeamien-
to de dicho Plan Nacional, redac-
tada por la Dirección General d e
Urbanismo . En la Reforma de l a
Ley del Suelo que acaba de en-
trar en vigor también se prevé l a
formación de un Plan Naciona l
con la innovación fundamental de
que habrá que aprobarse por la s
Cortes . Conforme a estas directri-
ces, la Ley de 12 de mayo de 1956
disponía también la redacción d e
Planes Provinciales y Comarcales ,
pero los primeros han tenido es -
caso éxito, puesto que en casi vein -
te años de vigencia de la Ley han

sido tres los aprobados en todo
el territorio nacional, y los segun-
dos se han utilizado para resolver
determinados objetivos por vario s
municipios limítrofes, pero nunca ,
y nos referimos a nuestra provin -
cia, con la idea de planificación
conjuntada y armónica . El único
intento serio y con cierto rigor s e
produce en 1963 con la aprobación
del Plan Comarcal del Maresme
todavía vigente, actualmente supe-
rado por la realidad y sobre todo
desfigurado por la Autopista de l a
costa.

Resaltando la importancia de
una planificación territorial, el que
fue Secretario General Técnico del
Ministerio de la Vivienda, Don En-
rique Serrano Guirado, decía en
un trabajo publicado por dicho Mi-
nisterio "se ha de considerar l a
ordenación del territorio como l a
última consecuencia, y la más tras-
cendental de la suma de factores
que han ido desarrollando progre-
sivamente la acción de los podere s
públicos sobre la totalidad de las
manifestaciones de la vida nacio-
nal" .

Inspirado en estos principios de
organización del territorio, ya e n
1945, cuando se creó la aludid a
Comisión Superior de Ordenación
Provincial de Barcelona, se le con -
fió la misión de redactar el Pla n
General de Ordenación de la Pro-
vincia. La citada Comisión, a tra-
vés de su Ponencia y de su Oficina
Técnica desarrollaron los trabajo s
de información urbanística y el es-
tudio de planeamiento de la pro-
vincia, bajo la dirección del que
fue gran urbanista, D . Manuel Bal-
drich . Dicho Plan mereció la apro-
bación por Orden Ministerial d e
15 de abril de 1963 .

A partir de esta fecha, la pro-
vincia de Barcelona, dando prue-
bas una vez más de su espírit u
avanzado, cuenta con un planea -
miento indicativo y orientador, po r
imperativo legal, siendo vinculan-
tes un conjunto de Normas qu e
unifican el tratamiento de las dis -
tintas zonificaciones, pero cuy a
distribución y delimitación co-
rrespondía a los respectivos mu-
nicipios .
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Los objetivos del Plan Provin-
cial son ambiciosos, y en la Memo -
ria se concretan en estos térmi-
nos, "los beneficios de una eficaz
actuación urbanística deberán al-
canzarse en todas las poblaciones
y comarcas de forma que las ven-
tajas que hoy reúne la gran ciudad
se hagan extensivas a todos los lu -
gares" . En definitiva, se persigue
que la urbanización marche por de-
lante y que las concentraciones ur-
banas no sean fruto de a limpro-
visación, sino resultado del pla-
neamiento .

Sin ánimo de hacer en estos mo-
mentos un juicio crítico del Pla n
Provincial, no sólo en sus aspectos
técnicos orientativos e indicadores
o normativa vinculante, como de
la exacta aplicación o medidas
adoptadas conducentes a la ejecu-
ción del mismo ; conviene subra-
yar, y esto lo hacemos con pleno
convencimiento, que al planeamien-
to y normativa a nivel provincia l
no se le ha sacado el juego que de
esta planificación se desprende . Y
nos referimos al auténtico valor de
Norma Supletoria a defecto de
Plan General aprobado, que se re -
conoce en el propio Artículo 8 .°
y 58 de la Ley del Suelo, que re -
gula estas clases de Planes, esta-
bleciendo que : "las Normas Ur-
banísticas (de un Plan Provincial )
serán aplicables en cuanto a edi-
ficación en todos los terrenos res-
pecto a los cuales no hubiese pla-
neamiento aprobado" .

Este mismo criterio ha sido man -
tenido por nuestro Tribunal Su -
premo en reiteradas Sentencias, l a
última de 16 de enero de 1974, en
la que declara abiertamente : "ha-
berse ajustado a derecho un deter -
minado Plan Parcial de esta pro-
vincia porque el uso urbanístico
previsto para los terrenos com -
prendidos en su ámbito es confor-
me con la calificación de suelo in-
dustrial prevista en el Plan Pro-
vincial de Barcelona" .

Por lo tanto, este auténtico va-
lor de Norma General Aplicabl e
para todos aquellos municipios ca -
rentes de Plan General ha tenido
un reducido desarrollo y, sobre
todo, una escasa aplicación, pues -

to que se han desconocido los ob-
jetivos de este Plan Provincial ,
que, partiendo de una visión glo-
bal del territorio, con las técnica s
de análisis del momento, se tra-
duce en una previsión de locali-
zación demográfica e industrial a
través de una zonificación de usos
del suelo y de una normativa al
servicio de una estructura territo-
rial previamente definida, garan-
tizando de esta forma la coheren-
cia y coordinación de los futuros
Planes Generales de los Munici-
pios de la provincia .

1 .6 . Area metropolitana

Las áreas metropolitanas surge n
como manifestación de la polític a
regional, estas bases a título indi-
cativo son aceptadas en nuestro
país de manera especial en el II I
Plan de Desarrollo Económico y
Social, en el sentido de que deb e
concebirse como una unidad ad-
ministrativa de planeamiento y de
ejecución del mismo.

El gran aumento demográfico y
el notable progreso socioeconómi-
co experimentado en el área bar-
celonesa fueron las motivacione s
que se manifiestan en el orige n
de los estudios iniciales, llegand o
a la conclusión de que el planea -
miento debía extenderse fuera d e
los límites fijados en 1953, a fin d e
atender a las innumerables necesi-
dades fundamentales creadas po r
el aumento de población .

Por ello, el concepto de áre a
metropolitana surgió, o mejor di -
cho, tuvo aplicación en Barcelona,
con motivo de la Revisión del Pla n
Comarcal iniciada en 1964, fecha
en que se autorizó dicho trabajo.
A tal fin, se constituyó una Comi-
sión Técnica que abordó con pro-
fundidad y detenimiento los diver-
sos aspectos que la Revisión ha-
bía de resolver .

La idea prevalente de los estu-
dios de revisión del Plan Comar-
cal aparecía indiscutiblemente li -
gado a la revisión del ámbito te-
rritorial ; y así, en 1966, fecha en
que se concluyeron los trabajo s
iniciales, se planteó , la dificultad
de encajar dentro del ordenamien-
to legal el referido Plan, puesto

que incluso la denominación de l
trabajo fue puesta a discusión .

Estos trabajos se sometieron a
una información pública restrin-
gida, y en una Comisión conjunt a
de la Comisión de Urbanismo y
Servicios Comunes de Barcelona y
otros Municipios y de la Comisió n
Provincial de Urbanismo, fue apro-
bado el Plan Director con la de -
nominación de Avance de Plan
de Ordenación Urbana del Area
Metropolitana, acordándose, si-
multáneamente, proceder a la Re -
visión del Plan Comarcal de 195 3
de acuerdo con las directrices de
aquel Avance de Plan .

Este Avance mereció la apro-
bación del Ministerio de la Vi-
vienda en 24 de julio de 1968 ,

estimándolo como la ordenación a
nivel de Plan Provincial de un
sector de la provincia . Se distin-
guían en el Avance dos áreas geo-
gráficas, una de acción inmediat a
(formada por las comarcas del Ma-
resme, Vallés y Bajo Llobregat), y
otra de acción diferida que com -
prendía la de Villafranca y Villa -
nueva .

Los estudios de este Plan Di-
rector señalaban ya la necesida d
de un órgano gestor para todo el
ámbito del Area Metropolitana.
Esto planteaba problemas de atri-
buciones en un espacio en el qu e
se encontraban implicados dos ór-
ganos de la Administración Local,
el Ayuntamiento de Barcelona, qu e
tenía un peso decisivo por la im-
portancia demográfica y económi-
ca y su poder indiscutible d e
atracción como gran ciudad, per o
también competía la Diputació n
Provincial por afectar el Plan Di -
rector a más de cien municipios
de la provincia .

Este conflicto de competencias
por una parte, la falta de fuerz a
ejecutiva del Plan, puesto que te-
nía la calificación de Avance, y,
además, la falta de unidad de cri-
terio y de decisión, hicieron que
los trabajos y esfuerzos realizado s
en la formación del Plan Directo r
no se utilizaran como esquema d e
previsiones y objetivos para desa-
rrollar los planes comarcales de-
finitivos .
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La continuación de los trabajos
de planeamiento, repetimos, que
hubieran debido constituir el de-
sarrollo de las opciones básica s
del Plan Director en propuesta s
concretas, no se llevó a cabo . Tan
sólo hay que resaltar un estudi o
bastante completo de la Revisión
del Plan del Maresme y la realiza-
ción del Plan de Infraestructura s
Generales que cubría toda el Area
Metropolitana, pero tampoco am-
bos llegaron a presentarse como
Planes definitivos a la Comisió n
Provincial de Urbanismo para su
aprobación inicial .

Una nueva etapa del Area Me-
tropolitana, ésta más consolidada ,
se inicia con la Orden comunicad a
del Ministro de la Vivienda de
20 de diciembre de 1971, creándo-
se la Comisión Gestora para la for-
mación de los trabajos del Pla n
de Ordenación del Area Metropo-
litana .

En esta fase el planeamiento me-
tropolitano se estructura sobre do s
niveles distintos, en un primero ,
por los equipos técnicos de la Co -
misión Gestora, donde se trazan la s
grandes líneas del Planeamiento
metropolitano asegurándose senti -
do de unidad y coherencia, y en
segundo nivel, se desarrollan las
previsiones metropolitanas a tra-
vés de unos equipos que elaboran
los planes comarcales en que se
divide el territorio, con el detalle
de los Planes Generales de Orde-
nación .

Esta idea y directriz de un plan-
teamiento a nivel superior encua-
drado por comarcas resulta im -
prescindible para evitar la desar-
monía, e incoherencia que se pro-
duce con un planeamiento genera l
por términos municipales, qu e
atienden a resolver espacios con-
cretos motivados fundamentalmen-
te por actuaciones aisladas o ex-
clusivamente con pretensiones d e
legalización . Con expresión gráfic a
hemos oído al Director General d e
Urbanismo repetidamente deci r
que los Planes Generales deben es -
tar "enganchados" de un planea -
miento superior .

Estando en avanzado estudi o
los distintos planes comarcales,

apareció el Decreto Ley que es-
tudiamos a continuación .

2. REGIMEN ESPECIAL
VIGENT E

Con el Decreto-Ley 5/1974, d e
24 de agosto, por el que se crea
la Entidad Municipal Metropolita-
na, se instaura un nuevo régimen
especial, en materia de urbanismo ,
en la provincia de Barcelona . Esta
fecha y esta disposición trascen-
dental marcan una nueva etapa
para el futuro de Barcelona y su
provincia .

Si tuviéramos que aplicar un ad-
jetivo al Decreto-Ley, que definie-
se el sentir de la opinión de los
que tenemos alguna relación pro-
fesional o vocacional con el ur-
banismo, es el de inesperado . Mu-
cha tinta se vertió cuando vio l a
luz en el Boletín Oficial del Estado.
La reacción con sus comentarios y
opiniones a favor y en contra, más
éstos que Ios primeros, delataban
un estado de opinión y una preo-
cupación latente que ansiaba un a
estructuración de los órganos ur-
banísticos de la provincia . justo
es decir también que el ambiente
creado por la tan criticada Revi-
sión del Plan Comarcal que había
tenido un dilatado período de in -
formación pública, estaba sensibi-
lizado en cuestiones urbanísticas ,
opinando sobre el tema tanto los
especialistas como los que no l o
eran tanto .

El acierto o fracaso de este nue -
vo ordenamiento urbanístico de -
pende más bien de la andadura y
será el tiempo, como siempre, co n
la aplicación y práctica del régime n
especial el verdadero juzgador del
mismo, pero, sobre todo, y de est o
estamos convencidos, habrá de ser
la norma urbanística en sentido ge-
neral la que dará la justa medida ,
y nos estamos refiriendo al Plan o
conjuntos de Planes que establez-
can la ordenación del territorio ,

puesto que este auténtico valor
normativo es aceptado por la doc-
trina y recogido por nuestro Tri-

bunal Supremo. Reiteradamente ha

afirmado que el Plan constituye
una disposición normativa, cuya
fuerza vinculante tiene su origen
en la remisión que la Ley del
Suelo efectúa a los Planes, son mu -
chas las razones que impiden do -
tar al Plan del carácter de Ley ,
pero sí debe de calificarse como
un Reglamento ; y en definitiva, l o
importante radica en señalar su
fuerza normativa y, por supuesto ,
su cumplimiento obligado .

Por ello, este régimen especial
en materia de urbanismo para la
provincia de Barcelona será fun-
damentalmente lo que determine n
y establezcan la Revisión del Plan
Comarcal, los futuros planes co-
marcales cuya redacción y forma-
ción compete a la Diputación Pro-
vincial, el Plan Provincial y el res-
to de Planes Generales, y si esto s
planeamientos son sobre todo rea -
listas, consecuentes con lo aproba-
do, coherentes, y están concebido s
con sentido coordinado entre sí y
con el resto de actuaciones esta -
tales, habremos conseguido los pi -
lares y fundamentos del régimen
especial urbanístico de la provin -
cia .

Como resumen, se puede afirma r
que la disposición que comenta -
mos pretende a nuestro juicio, con
la creación de la Entidad Munici-
pal Metropolitana, buscar un equi-
librio entre las necesidades de cre-
cimiento de Barcelona, los intere-
ses y competencias de los Munici-
pios cada vez más importantes qu e
circundan la gran ciudad, y un a
Diputación Provincial que intenta
legítimamente seguir estando pre -
sente en los continuos problema s
que se plantean en materia de ur-
banismo en el ámbito de su com-
petencia .

2 .1 . Corporació n
Metropolitana de Barcelon a

2.1 .1 . Naturaleza jurídica
Con la creación de la Entidad

Municipal Metropolitana, en lo
sucesivo Corporación como dice e l
Artículo I .° del Decreto 3276, s e
cambia absolutamente el rumbo de
la tutela que había ejercido el Es-
tado de siempre en la gestión de l

99



urbanismo y de los servicios de
las grandes ciudades ; intentándo-
se de esta forma una participación
ciudadana en la resolución de te -
mas tan importantes de forma con -
junta y armónica .

El carácter de organismo autó-
nomo del Ministerio de la Vivien -
da mantenido hasta ahora, desapa-
rece, pudiéramos decir que se des -
prende del Estado para pasar a l a
plena autonomía sin dependenci a
alguna . Tiene el carácter por tan-
to de Entidad Local con plena ca-
pacidad jurídica en los término s
previstos en el Artículo 6 .° de l a
Ley de Régimen Local, siéndole ,
por tanto, de aplicación las normas
generales de esta Ley y sus dis -
posiciones complementarias en
cuanto no resulten modificadas po r
el Decreto-Ley y disposiciones que
lo desarrollan .

La Corporación, por tanto, que-
da facultada para crear órganos
especiales que podrán revestir cual -
quiera de las formas autorizada s
por la legislación local, Sociedade s
de Economía mixta, Consorcios ,
proponer Mancomunidades, etc .

2 .1 .2. Ambito territoria l

Según se afirma en la exposi-
ción de motivos del Decreto-Ley ,
"la presente normativa no preten-
de desconocer las experiencia s
acumuladas en el funcionamient o
de las estructuras urbanística s
supramunicipales de Barcelona ,
creadas a raíz de la Ley de 1953" .

Sobre este punto de partida s e
aspira a configurar una nueva ar-
ticulación institucional en funció n
de las nuevas exigencias derivadas
del fenómeno metropolitano y de
su planeamiento .

El Artículo 2 .° del Decreto-Ley
establece los municipios que cons-
tituirán la Corporación, admitien-
do la posibilidad, también reco-
nocida en el régimen anterior, de
modificar el ámbito territorial, pu-
diéndose incluir otros municipio s
e incluso comarcas, y este ámbi-
to territorial abierto a futuras co -
marcas sí que resulta una novedad ,
así como el procedimiento estable-
cido para la incorporación .

Lo restringido del territorio, e n
contraposición con las previsiones
ya establecidas como área de ac-
ción inmediata en el Plan Direc-
tor de 1968, ha sido uno de los
argumentos que más han esgri-
mido los que emitieron su opinión
a raíz de la publicación del De-
creto -Ley, llegándose a decir, po r
una autoridad en la materia, que
"se había dado un paso atrás cuan -
do lo imprescindible era dar do s
pasos adelante" (Vanguardia Es-
pañola . 31-8-74, pág. 19) .

No obstante, cabe decir, por
nuestra parte, que en este sentido
la disposición ha pecado de tímida ,
posiblemente por el tremendo res -
peto que le inspira el derecho d e
audiencia de los Ayuntamiento s
afectados, y también por el temor
de no modificar la estructura su-
pramunicipal de un planeamiento
en marcha, y nos referimos a l a
Revisión del Plan Comarcal, apro-
bado inicialmente y superado e l
período de información pública ,
con el trauma que ello comportó .

Pero hay que esperar, como tam-
bién se dijo a través de la prensa
que "la fuerza expansiva del fe-
nómeno metropolitano ajustará los
esquemas organizativos de la dis-
posición a la realidad, por el por-
tillo abierto de la incorporación
de nuevos municipios o comarcas "
(Vanguardia Española, 3-9-1974,
pág . 26) .

2 .1 .3 . Característica s
que configura n

a la Corporación Municipa l
Metropolitana

En primer lugar destaca entre
éstas, la de que la ordenación d e
la realidad metropolitana se abor-
da desde una perspectiva unitaria ,
configurando bajo esta directriz e l
correspondiente marco institucio-
nal y organizativo . También se h a
de resaltar el carácter conservador ,
puesto que se basa en el funciona -
miento de las estructuras urbanís-
ticas supramunicipales de Barce-
lona, creadas en 1953 y perfeccio-
nadas después por la Ley Especia l
de Barcelona .

La unidad de planeamiento me-
tropolitano se mantiene, y por eso
decíamos anteriormente que ésta
pudiera haber sido una de las razo-
nes que han aconsejado continua r
con el mismo ámbito territorial .
Este sentido de unidad debe tener
su lógica correspondencia con la
gestión urbanística a desarrollar
por un órgano (Corporación) qu e
impulse el planeamiento y realice
cuantas funciones sean necesarias
para hacer cumplir el mismo y su
normativa aplicable .

Otra de las características im-
portantes y que imprimen carácte r
al Organo Metropolitano que co -
mentamos es la de actuar coordi-
nadamente con los distintos De-
partamentos Ministeriales que tie-
nen competencia sobre el suelo .
En este sentido, y con muy acer-
tado criterio, el Decreto-Ley en
su Artículo 9 .° le concede al Con-
sejo Metropolitano la facultad de
solicitar, de los distintos Departa -
mentos con competencias urba-
nísticas concurrentes, la formación
de un programa de actuaciones de
obras y servicios . Y estos progra-
mas han de ser aprobados por di -
cho Consejo, y en caso de discon-
formidad habrá de resolver el Con-
sejo de Ministros . Y hasta tal pun -
to se considera importante el in -
forme favorable del Consejo Me-
tropolitano, en aras de una lógica
coordinación de esfuerzos, que al
Departamento Ministerial, orga-
nismo autónomo o servicio se l e
impedirá la fiscalización del gasto
de la obra, siempre que no haya
conseguido el aludido informe.

Y como última nota relevante d e
la Corporación hay que señalar
su personalidad patrimonial, pues -
to que podrá constituir su patrimo-
nio del suelo, facultándosele para
adquirir terrenos por cesión, com-
pra o permuta, y también podr á
ejercer la potestad expropiatori a
previa formación y aprobación del
proyecto por la Corporación, e in-
cluso puede asumir la gestión, aun -
que no el gasto, para la expropia-
ción de terrenos para las actuacio-
nes de Departamentos Ministeria-
les y demás entidades públicas .
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2 .1 .4 . Competencias

La competencia de la Corpora-
ción es amplia y variada, por ell o
la agrupamos bajo esta triple di -
visión : de planeamiento, de ges-
tión y de tutela .

En cuanto al planeamiento l e
compete la redacción del Plan Me-
tropolitano y sus revisiones o mo-
dificaciones, redactar Planes Ge-
nerales municipales de ordena-
ción ; en definitiva, le corresponde
y así se establece por el Decreto-
Ley y Decreto 3 .276 de 28 de no-
viembre, que lo desarrolla, toda s
aquellas funciones relacionadas con
la formación del planeamiento si n
exclusión alguna .

Respecto a la gestión urbanísti-
ca le corresponde todas aquella s
actuaciones tendentes a impulsa r
el desarrollo del planeamiento y ,
por tanto, la aprobación provisio-
nal del Plan Director o Metropo-
litano y Planes Generales, y l a
aprobación definitiva de Plane s
Parciales, programas, ordenanza s
y normas complementarias y subsi-
diarias de planeamiento .

En cuanto a la aprobación defi-
nitiva de Planes Parciales result a
totalmente válida la limitación y a
comentada anteriormente, es de-
cir, es competente la Corporació n
para esta aprobación en cuanto lo s
referidos Planes no modifiquen e l
Plan Metropolitano o Comarca l
vigente, ya que si esto se produce
le corresponde al Organo Descon-
centrado, en virtud de lo estable-
cido en el Artículo 39 de la Le y
del Suelo .

Bajo este mismo epígrafe de
gestión tiene facultades de progra-
mar las actuaciones municipales ,
fiscalizar los actos de edificació n
y uso del suelo, desarrollar un a
ambiciosa acción directa en orde n
a la dotación de servicios de ca-
rácter metropolitano, además de
las normales gestiones en materi a
patrimonial presupuestaria y de
personal .

Como competencias de tutel a
entendemos que deben considerar -
se aquellas que se concretan en
canalizar las aspiraciones munici-
pales con una acción de asesora -

miento y asistencia técnica, la de
subrrogación en las competencia s
a solicitud de los propios Ayunta-
mientos o cuando éstos mostrasen
notoria negligencia en el cumpli-
miento de sus obligaciones urba-
níßticas, previa aprobación del Mi-
nisterio de la Gobernación en este
caso .

En este punto hemos de preci-
sar que la competencia de los
Ayuntamientos de la zona metro-
politana en materia urbanística, a
tenor del Artículo 8 del Decreto -
Ley y 21 y siguientes del Decreto
que lo desarrolla, comprenderá to -
das las facultades de índole local
que no estén expresamente atri-
buidas a la Corporación por la dis -
posición que la creó . Y hasta ta l
punto se concretan las competen -
cias municipales, que el Artículo
22 del Decreto 3276/1974 llega a
decir que el otorgamiento de li-
cencias urbanísticas corresponde a
los respectivos Ayuntamientos ,
aun cuando el término licencia ur-
banística no está reconocido en l a
Ley de Régimen Local y sí de for -
ma genérica en el Artículo 165 de
la Ley del Suelo, por descontad o
que esta facultad es netamente de
competencia municipal y la alu-
sión sobraba .

2 .1 .5 . Organos de la
Corporación

La entidad está regida por un a
Corporación Municipal y forman
parte de la misma, a) El Consej o
Metropolitano, b) la Comisión Ad-
ministrativa y c) la Gerencia Me-
tropolitana .

El Consejo constituye el Organo
Superior y será elegido por toda s
las Corporaciones Municipales in-
tegradas y por la Diputación Pro-
vincial .

La elección de los representante s
se rige por lo dispuesto en el De-
creto-Ley y Decreto 2 .863/1974, de
27 septiembre, y en proporción a
la respectiva población . Este tem a
también ha sido ampliamente de -
batido con opiniones como ésta :
"La Comarca de Barcelona tien e
2 .800.000 habitantes, de los cuales ,
1 .800 .000 pertenecen a Barcelona

ciudad, por tanto, si los barcelone-
ses son más y habrán de contri -
buir con más medios económico s
a la Entidad, los diez representan -
tes del Ayuntamiento de Barcelo-
na estarán en minoría, si a esto s e
añade la presencia de los seis re-
presentantes de la Diputación "
(Correo Catalán, 22,9-1974, pági-
na 23) .

Estos comentarios y muchos má s
se hicieron sobre el tema de la
representatividad, pero éstos, po r
ser problemas formales, no mere-
cen mayor detalle . El Presidente
es nombrado y renovado por Decre-
to, a propuesta del Ministerio de
la Gobernación, entre los Presi-
dentes de las Corporaciones re-
presentadas en el mismo.

Como órgano competente de ac-
tuación, funciona una Comisió n
Administrativa, que elegirá el Con-
sejo de su seno y que es presidi -
da por el Presidente del Consejo,
con facultades de propuesta, infor-
me, de aprobación de proyectos de
urbanización, etc ., de contratación
y de gestión con las limitacione s
que se establecen en las disposi-
ciones y las que pueda imponer e l
propio Consejo .

La función general propiamente
es ejercida por el Gerente Metro-
politano con las funciones propia s
del cargo, y que concretamente s e
recogen en el Decreto 3 .276 .

2.2 .1 . Diputación Provincia l

Según se dice en la exposició n
de motivos del Decreto-Ley, "e l
crecimiento del Area Metropolita-
na de Barcelona no puede ser con -
templado de forma aislala e inde-
pendiente del que se genera en e l
contexto más amplio de la pro-
vincia, ni puede ser tratado con
independencia, ni al margen d e
aquélla" .

Para el logro de estos objetivos
la referida disposición ha previst o
las medidas que son necesarias,
tanto en el aspecto orgánico como
funcional, y éste es un logro po-
sitivo del nuevo régimen especial,
la aparición de la delimitación de l
Area Metropolitana hacía intui r
la intervención, y de hecho se pro-
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ducía, en la mayoría de los casos,
aunque los Equipos tenían como
única misión la del planeamiento.

La compleja acción urbanística
tenía que hacer frente ante u n
marco institucional o de competen -
cias muy variado, porque despué s
de salvar y conseguir los informe s
de organismos provinciales co n
competencia sobre el suelo, el pa-
norama, justo es confesarlo, re-
sultaba bastante desolador, pues-
to que en el ámbito cuya compe-
tencia correspondía a la antigua
Comisión Provincial de Urbanis-
mo, y antes de la aprobación de-
finitiva de este órgano, el corres-
pondiente Plan debía de hacer fren-
te a la intervención de otros ór-
ganos como Area Metropolitana y
Diputación Provincial .

A partir del Decreto-Ley 5/197 4
se esclarecen las competencias d e
forma precisa, puesto que se enco-
mienda a la Diputación, en su Ar-
tículo 14, la redacción del Plan
Provincial de urbanismo asumien-
do las funciones y cometidos atri-
buidos a la Comisión Gestora del
Area Metropolitana, quedando su-
primida por tanto dicha Comisión .
Estas funciones y competencias s e
extienden exclusivamente al terri -
torio provincial fuera del ámbit o
de la Corporación Metropolitana .

En resumen, la importante tare a
planificadora y la gran responsa-
bilidad que ello comporta, y qu e
tanto hemos resaltado anteriormen-
te, se encarga a la Diputación, qu e
habrá de continuar los trabajo s
iniciados en 1968, y consolidar d e
forma definitiva con la formació n
de los distintos Planes Comarcale s
antes enumerados, y estudiar y
proponer la Revisión del Plan Pro-
vincial de ordenación .

2 .3 .1 . Comisión Provincia l
de Urbanism o

El Artículo 15 del Decreto-Ley
instaura, por primera vez en Es-
paña, en materia de Urbanismo l a
desconcentración de competencias
que tiene atribuidas el Ministeri o
de la Vivienda a favor de un ór -
gano que se crea al efecto para l a
provincia de Barcelona .

Sin entrar en consideracione s
teóricas sobre la personificació n
y despersonificación administrati-
va, apuntamos solamente que en
la descentralización la traslació n
de competencias es total, el ór-
gano adquiere personalidad y l a
facultad de decisión es autónoma ,
y, por tanto, contra sus resolucio-
nes y actos administrativos cab e
directamente el recurso contencio-
so-administrativo, por el contrario ,
desconcentración, como es el caso
que nos ocupa, el órgano es parte
de los entes administrativos, parte
de la Administración del Estado
y, por tanto, sus resoluciones o
acuerdos no agotan la vía admi-
nistrativa .

Pues bien, con la creación de l
órgano desconcentrado, denomina-
ción desafortunada que se rectific a
después en el Decreto 3280/1974 ,
de 28 de noviembre, que desarrolla
el aludido Artículo 15 del Decreto -
Ley por el de Comisión Provin-
cial de Urbanismo, se produce l a
transferencia de competencias ur-
banísticas del Ministerio de la Vi-
vienda al aludido órgano especia l
colegiado, con dependencia admi-
nistrativa del Ministerio de la Vi-
vienda .

Esta Comisión, como ente de la
administración central, está presi-
dida por el Gobernador Civil y la
vicepresidencia la ostenta el Direc-
tor General de Urbanismo, y for -
man parte de la misma aquellos re -
presentantes de los Departamentos
Ministeriales cuya competencia
afecta o tienen alguna incidenci a
sobre el suelo, y, por tanto, res-
pecto a la ordenación urbana, tam-
bién forman parte de la misma do s
expertos en urbanismo y el Geren-
te de la Corporación Metropoli-
tana .

El régimen y funcionamiento de
la Comisión se atempera a lo dis -
puesto en la Ley de Procedimiento
Administrativo y las normas espe-
ciales que establece el Decreto
3 .280 . Para el estudio de los asun-
tos que se sometan al Pleno, fun-
ciona una Ponencia Técnica cons-
tituida por aquellos miembros má s
relacionados con el tema de urba-
nismo por su competencia o cono -

cimientos, como son los expertos ,
además del personal técnico cuali-
ficado de la Delegación del Minis-
terio de la Vivienda y la Diputación
Provincial .

La competencia de la Comisió n
en los términos municipales no in-
cluidos en el ámbito territorial de
la Corporación Metropolitana es la
misma que tenía atribuida en e l
régimen anterior, además de la qu e
le corresponde al Ministerio de la
Vivienda, y que por desconcentra-
ción asume sin limitación alguna .
En el ámbito territorial de la Cor-
poración Metropolitana le compe-
te la aprobación del planeamiento
a nivel superior, es decir, el Plan
Metropolitano, el General Comar-
cal del territorio, y a tenor de l a
Disposición transitoria, la aproba-
ción definitiva de la Revisión de l
Plan General de Ordenación ur-
bana de la Comarca de Barcelona ,
que actualmente está en trámite .

En esta última competencia es-
pecial, en cuanto afecta al ámbi-
to territorial de la Corporació n
Metropolitana y para la totalida d
del territorio con el Plan Provin-
cial se produce una curiosa trans-
ferencia de competencias no de l
Ministerio de la Vivienda, sino
del Consejo de Ministros haci a
la Comisión Provincial de Urba-
nismo, puesto que los Planes Di -
rectores Territoriales de Coordina-
ción, figura de planeamiento qu e
puede ser la equiparada a los an-
tiguos Planes Comarcales, la apro-
bación definitiva corresponde a l
Artículo 8." bis de la Ley de Re -
forma de la Ley del Suelo .

Las consideraciones jurídicas qu e
se derivan de la competencia d e
este órgano especial urbanístico y
de la intervención de los organis-
mos autónomos dependientes del
Ministerio en la provincia con su s
actuaciones urbanísticas resulta n
del todo interesantes y singulares ,
y merecerían un comentario má s
extenso del que podemos hace r
aquí .

2 .4 .1 . Conclusión final

Lo expuesto hasta aquí respect o
a la estructuración orgánica y fun -
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cional de los órganos especiales co n
competencia urbanística en Barce-
lona, posiblemente de forma preci-
pitada y sobre todo no con el de-
tenimiento que el tema requiere ,
constituye una nueva articulación
institucional en función de las nue -
vas exigencias del fenómeno metro-
politano y de su planeamiento .

Pero, concebido el marco insti-
tucional, con una Corporación Me-
tropolitana con la personalidad su-
ficiente y la autonomía necesaria ,
con una Diputación con la misió n
específica de la planificación urba-
nística de la provincia y un órgano
superior (Comisión Provincial d e
Urbanismo) con poder de decisión
definitiva, tenemos los fundamen-
tos para actuar, orientar e impulsa r
el desarrollo del planeamiento, pero
en urbanismo, como en otras téc-
nicas conformadas por la política ,
la acción se queda incompleta s i
no se perfila y concluye, en defini-
tiva, si no se cierra el círculo .

La aplicación del urbanismo exi-
ge y requiere un instrumento efi-
caz, y éste ha de ser el planeamien-
to, que ha de reunir las condicio-
nes fundamentales e imprescindi-
bles que antes hemos apuntado, y
además ha de ser ambicioso, con

la previsión de espacios y zona s
verdes que tengan una verdader a
utilización como tales, y una re-
serva de equipamientos generale s
acordes con la densidad de pobla-
ción que la ordenación pueda ge-
nerar, en resumen, un urbanism o
con previsión de futuro y con l a
calidad rigor y exigencias que l a
sociedad de hoy requiere e inclu-
so demanda, arbitrando incluso las
fórmulas o sistemas de cooperació n
y compensación, y no otros salv o
casos excepcionales, para que esta s
zonas de dominio público reviertan
a la ciudad, a la colectividad, qu e
es la que con su expansión y servi -
cios transforman el suelo rústic o
en urbano, porque como decía el
profesor Bailbé con frase feliz "N o
hay solares en el reino de la natu-
raleza, son siempre producto de su
inclusión o proximidad a una ciu-
dad" .

Se ha dicho también por un es-
pecialista en la materia que urba-
nismo es política, es ciencia y es
arte de síntesis y, en consecuencia ,
síntesis orquestada de colaboracio-
nes y no técnica singular de un sec -
tor científico, por tanto, a nuestro
juicio, ésta colaboración debe d e
entenderse en el sentido más am -

plio posible, porque la responsabi-
lidad que se deriva del urbanismo
es una auténtica responsabilidad
compartida y no exclusiva, que va
desde la Administración hasta e l
administrado que puede y debe
ejercer la acción pública que se
concibe en la Ley del Suelo, debien-
do contar los órganos con compe-
tencia urbanística con el aparato
material y humano necesario para
obligar y hacer cumplir la ley hasta
los últimos extremos ; porque, de
verdad, resulta desolador oír de
un gran magistrado del Tribuna l
Supremo lo que hace muy pocos
días ha afirmado en Palma de Ma-
llorca : "en el urbanismo se ha dado
el mayor índice de incumplimiento
de las normas legales del país" .

Por todas estas consideraciones ,
el aspecto verdaderamente positivo
de cursillos como este que ha orga-
nizado ANSU, a parte de los cono-
cimientos técnicos que se puedan
adquirir sobre estas materias, es l a
toma de conciencia sobre la singu-
laridad e incluso trascendencia que
supone urbanizar, ya que con una
correcta ordenación y ajustada a
derecho se puede conseguir alg o
tan importante como el bienestar
de la población .

Circular del Ministerio de la Vivienda

Circular 2/75 por la que se da n
normas para la aplicación de
las Disposiciones transitoria s
de la Ley 19/1975, de 2 de
mayo, de Reforma de la Le y
sobre Régimen del Suelo y Or-
denación Urbana.

Por aplicación del artículo 1° del
Código Civil la Ley 19/1975, de
2 de mayo, de Reforma de la Le y
sobre Régimen del Suelo y Orde-
nación Urbana entró en vigor a lo s
veinte dias de su publicación en el

Boletín Oficial del Estado, efectua-
da el día 5 del mismo mes .

Sin perjuicio de dicha entrada
en vigor, hay materias y precepto s
cuya vigencia y derogación están
expresamente regulados por la s
Disposiciones finales de la propia
Ley .

Otro grupo de materias está re-
gulado por preceptos que requie-
ren, por mandato expreso de l a
Ley, su reglamentación o la previ a
adaptación de los Planes . En esto s
casos, en los que la aplicación d e
la Lev resulta imposible, se segui-
rán aplicando los preceptos de la

Ley de 12 de mayo de 1956 y dis -
posiciones concordantes y regla-
mentarias, en todo lo que no se
opongan a la Ley de Reforma, de
conformidad con su Disposició n
final primera y con el espíritu que
anima a sus Disposiciones transito -
rias, como se manifiesta en el apar-
tado XI de la Exposición de mo-
tivos .

Respetuosas con el principio d e
irretroactividad de las leyes enun-
ciado en el repetido artículo 2 del
Código Civil, ]as Disposicione s
transitorias de la Ley de Reform a
han procurado no introducir solu -
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